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10. Justicia, prisiones y política interior

10ÍNDICE >

2.3.2.1.3. Introducción del Derecho de Defensa

Nos parece adecuado poner de relieve otros aspectos que han tomado protagonismo en el curso de 2024 y que pue-
den ilustrar, amén del asunto ya referido, cómo se comporta esta materia en el ámbito de nuestras competencias de 
supervisión, con las limitaciones legales que hemos de respetar.

Antes de incidir en la casuística de expedientes tramitados en materia de Justicia, es importante destacar la reciente-
mente publicada Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de Justicia, 
sobre la cual se valorará su aplicación en el siguiente informe anual. No obstante ello, es oportuno dejar constancia como 
introducción a esta temática que se van a producir cambios sustanciales en niveles procesal y organizativo y que, de 
manera muy resumida vienen a ser los siguientes: la creación de tribunales de instancia para reemplazar los juzgados 
actuales, de naturaleza unipersonal, así como la creación de oficinas municipales de justicia.  

Asimismo, se contemplan oficinas judiciales adscritas a cada tribunal de instancia, lo cual permitirá equilibrar la carga 
de trabajo entre todos los tribunales y unificar los criterios procesales; y se crean oficinas de justicia en municipios pe-
queños y zonas rurales para que la ciudadanía pueda realizar trámites procesales desde su localidad, sin necesidad de 
desplazarse al tribunal de instancia. Asimismo, la ley también impulsa el uso de medios adecuados para la solución de 
controversias (MASC), con el fin de fomentar la negociación entre las partes, acerca de los cuales nos pronunciamos en 
el punto relativo a la materia de mediación en este mismo informe.

2.3.2.1.4. Del Derecho de Defensa

En el ámbito de la Justicia, actualmente la tramitación de los expedientes de queja se encuentra limitado por el hecho 
de que el ejercicio de la potestad jurisdiccional corresponda exclusivamente a los juzgados y tribunales establecidos por 
las leyes (art. 117.3 CE), lo que determina que el Defensor del Pueblo Andaluz carezca de competencia para el examen de 
aquellas cuestiones que estén pendientes de resolución judicial y lo suspenderá si, iniciada su actuación, se interpusiera 
por persona interesada demanda o recurso ante los tribunales ordinarios o el Tribunal Constitucional (art. 17.2 Ley 9/1983, 
de 1 de diciembre del Defensor del Pueblo Andaluz).

Sin embargo, en el reconocimiento del beneficio de la justicia jurídica gratuita o en las reclamaciones y quejas pre-
sentadas por la ciudadanía ante los colegios profesiones de la Abogacía o Procuraduría, al ser un procedimiento admi-
nistrativo, sí tenemos capacidad de supervisión sobre la tramitación y resolución de los expedientes, con la salvedad de 
la resolución del recurso contra la denegación del reconocimiento por las Comisiones Provinciales de Asistencia Jurídica 
Gratuita, que resuelve el juez que por turno le corresponda.

Al respecto, en este curso ha sido publicada la Ley Orgánica 5/2024, de 11 de noviembre, del Derecho de Defensa, este 
derecho junto a la tutela judicial efectiva y un proceso público sin dilaciones indebidas (art. 24 de la CE.), y el derecho a 
la asistencia jurídica gratuita (art. 119 CE.), constituye uno de los derechos básicos de protección de la ciudadanía.

El hecho de que este derecho de defensa y asistencia jurídica deba garantizarse de igual manera, dentro y fuera de los 
ámbitos jurisdiccionales, hace que sea de aplicación a los procedimientos extrajudiciales y a los mecanismos de solución 
adecuada de controversias reconocidos legalmente.

En relación a esta última cuestión, debemos hacer referencia a la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas en ma-
teria de eficiencia del Servicio Público de Justicia, cuya principal novedad es la supresión de los juzgados unipersonales 
de primera instancia, sustituidos por tribunales de instancia de varios miembros, constituidos en cada partido judicial, 
así como los mecanismos para la resolución pactada de conflictos.

Siendo evidente la vinculación entre el derecho de defensa y los profesionales de la abogacía, se hace necesario el esta-
blecimiento de normas reguladoras en relación a los derechos de las personas -entre otras, a la asistencia jurídica, a su 
elección, renuncia o sustitución, a la información, a ser oídas, a la calidad de la asistencia, a un lenguaje claro, o a exigir 
responsabilidades-, así como a las garantías y deberes de dicha asistencia jurídica -prestación del servicio por profesio-
nales, del encargo profesional, de confidencialidad, o de libertad de expresión-.

Con motivo de la gestión de la queja 22/4129 tuvimos la oportunidad de analizar en el ejercicio del derecho de defensa, 
distintos criterios de interpretación por parte de las Comisiones Provinciales de Asistencia Jurídica Gratuita, al respecto 
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